


















































































































































































































































































































































  

 

NFORME SSCC2021/113 PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULAN LAS HOJAS DE QUEJAS Y RECLA-
MACIONES DE LAS PERSONAS CONSUMIDORAS Y USUARIAS EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA. 
   
 Consumo. Hojas de Quejas y Reclamaciones. Modelos y tramitación. 
 
 Remitido por la Ilma.  Secretaria General Técnica de la Consejería de Salud y Familias, proyecto de Decreto referenciado 
para su informe, conforme al artículo 78.2.a) del Reglamento de Organización y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de 
Andalucía y del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre, se formulan 
los siguientes: 
 

ANTECEDENTES 
 
ÚNICO.- Con fecha 15 de  Septiembre de 2011, se ha recibido proyecto de Decreto  referenciado, adjuntándose el 

expediente. 
 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
PRIMERA.- El objeto del proyecto de Decreto que nos ocupa sería, siguiendo su parte expositiva,  la aprobación de una 

nueva disposición consolidada que mantenga los beneficios que supuso en su día la aprobación del Decreto 472/2019, de 28 de 
mayo, que regula las Hojas de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en Andalucía y su tramitación 
administrativa, pero tratando de mejorar algunos aspectos que, en su aplicación práctica, se habrían observado como necesitados 
de ello, impulsando la tramitación electrónica de las hojas de  quejas y reclamaciones, así como simplificando el procedimiento 
administrativo, de acuerdo  con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia 
establecidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administra-
ciones Públicas. 

 
SEGUNDA. Las competencias de la Comunidad Autónoma en cuya virtud se  ampararía el proyecto de Decreto, se 

hallarían fundamentalmente en el artículo 58.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía aprobado por Ley Orgánica 2/2007, de 
19 de marzo, que atribuye a la Comunidad Autónoma competencias exclusivas de acuerdo con las bases y la ordenación de la 
actuación económica general, y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, en 
materia de:4º “Defensa de los derechos de los consumidores, la regulación de los procedimientos de formación, información y 
educación en el consumo y la aplicación de reclamaciones”. 

Hemos de referirnos, igualmente, al artículo 27 EAA, a tenor del cual: “Se garantiza a los consumidores y usuarios de los 
bienes y servicios el derecho a asociarse, así como a la información, formación y protección en los términos que establezca la ley. 
Asimismo, la ley regulará los mecanismos de participación y el catálogo de derechos del consumidor”. 

Dicha competencia aún proclamada como exclusiva estaría sometida a una serie de limitaciones que derivan de la inci-
dencia, en relación con el mismo sector material, de múltiples títulos competenciales estatales en atención a los cuales cabría 
hablar más bien de una materia o competencia compartida. 

Se transcribe a continuación algún pronunciamiento jurisprudencial suficientemente ilustrativo sobre el particular. Así la 
STC 55/1989, de 26 de enero (RTC 1989\15) señala lo siguiente (en el mismo sentido STC 133/1992, de 2 de octubre): 

“Fundamento Jurídico PRIMERO. Conviene recordar, en este sentido, que, como ya se dijo en la STC 71/1982, 
de 30 de noviembre, la defensa del consumidor es un «concepto de tal amplitud y de contornos imprecisos que, con ser 
dificultosa en ocasiones la operación calificadora de una norma cuyo designio pudiera entenderse que es la protección 
del consumidor, la operación no resolvería el problema, pues la norma pudiera estar comprendida en más de una de las 
reglas definidoras de competencias» (fundamento jurídico 1.º), lo que significa, en otras palabras, que esta materia se 
caracteriza ante todo por su contenido pluridisciplinar, en el que se concita una amplia variedad de materias que sí han 
sido directa y expresamente tomadas en consideración por el art. 149.1 C. E. a los efectos de concretar las competencias 
del Estado. Ello mismo evidencia que, si bien en el art. 149.1 C. E. no se ha mencionado expresamente la rúbrica 
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«defensa de los consumidores y usuarios», abriéndose así, en estrictos términos formales, la posibilidad de que algunos 
Estatutos de Autonomía hayan asumido la competencia «exclusiva» sobre la misma (art. 149.3 C. E.), como quiera que 
la sustantividad o especificidad de la materia no es, en líneas generales, sino resultado de un conglomerado de muy 
diversas normas sectoriales reconducibles a otras tantas materias, en la medida en que el Estado ostente atribuciones 
en esos sectores materiales, su ejercicio podrá incidir directamente en las competencias que sobre «defensa del consu-
midor y del usuario» corresponden a determinadas Comunidades Autónomas -entre ellas las ahora impugnantes-, las 
cuales, en ese caso, también podrán quedar vinculadas a las previsiones estatales. La defensa del consumidor y del 
usuario nos sitúa, en efecto, a grandes rasgos y sin necesidad ahora de mayores precisiones, ante cuestiones propias de 
la legislación civil y mercantil, de la protección de la salud (sanidad) y seguridad física, de los intereses económicos y del 
derecho a la información y a la educación en relación con el consumo, de la actividad económica y, en fin, de otra serie 
de derechos respecto de los cuales pudiera corresponder al Estado la regulación de las condiciones básicas que garanti-
cen la igualdad en su ejercicio y en el cumplimiento de sus deberes (art. 149.1, en sus números 1, 6, 8, 10, 13, 16 y 29 
C. E., principalmente); es decir, ante materias que la Constitución toma como punto de referencia para fijar las compe-
tencias mínimas que, por corresponder al Estado, quedan al margen del Ámbito de disponibilidad de los Estatutos de 
Autonomía. En definitiva, tal como reconoce la representación del Gobierno Vasco, estamos ante una materia que dado 
su carácter pluridisciplinar, resulta en todo caso compartida entre el Estado y las Comunidades Autónomas, lo que, por 
lo demás, fácilmente se comprueba en algunos Estatutos de Autonomía, al reconocerse que la competencia «exclusiva» 
sobre defensa del consumidor y del usuario se actuará por la correspondiente Comunidad Autónoma «en los términos de 
lo dispuesto en los arts. 38, 131 y núms. 11 y 13 del apartado 1 del art. 149 de la Constitución» (arts. 12.1.5 E. A. C. y 
30.1.4 E. A. G.), o que dicha competencia «exclusiva» lo será «sin perjuicio de la política general de precios, la libre 
circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia» (art. 10.28 E. A. P. 
V.)”. 

  
 Igualmente el Consejo Consultivo de Andalucía habría analizado el alcance de dicho título competencial, indicando, en su 
Dictamen 119/2008, lo siguiente: 

“El alcance de este precepto estatutario fue ampliamente explicado por este Consejo Consultivo en su dictamen 
230/2003, emitido con ocasión del Anteproyecto correspondiente a la Ley de Defensa y Protección de los Consumidores 
y Usuarios de Andalucía, así como en el dictamen 40/2006, emitido en relación con el Decreto que regula el Consejo de 
los Consumidores y Usuarios de Andalucía. Algunos aspectos sustanciales del mismo pueden sintetizarse como sigue: 

 
- El Derecho de los consumidores y usuarios tiene una amplitud material que genera un entrecruzamiento de competen-
cias que da lugar a que exista una normativa internacional, del Estado, de las Comunidades Autónomas y de la Adminis-
tración Local. 

- La normativa constitucional y estatutaria conduce al contenido del artículo 51.1 de la Constitución, que encomienda la 
protección y defensa de los consumidores y usuarios a los poderes públicos, protegiendo, mediante procedimientos 
eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. En su apartado segundo añade la 
obligación de promover la información y la educación de los consumidores y usuarios, así como la de fomentar sus 
organizaciones y oírlas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la Ley establezca. 

- La Comunidad Autónoma de Andalucía ha podido asumir la competencia señalada al amparo de la cláusula residual 
prevista en el artículo 149.3 de la Constitución y de acuerdo con el artículo 58.2.4º de su Estatuto de Autonomía. 

- La referida competencia, pese a aparecer calificada como exclusiva por el artículo 58.2.4º del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, es en realidad una competencia compartida (dictámenes 75/1995, 25/1998 y 228/2002). 
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 Finalmente aludiremos también a las competencias que a la Comunidad Autónoma corresponden en relación con las 
competencias de las entidades locales [artículo 60.1 b)]. En este sentido conforme al artículo 60 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía: 

“ 1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de régimen local que, respetando el 
artículo 149.1.18ª de la Constitución y el principio de autonomía local, incluye: 

 a) Las relaciones entre las instituciones de la Junta de Andalucía y los entes locales, así como las técnicas de 
organización y de relación para la cooperación y la colaboración entre los entes locales y entre éstos y la Administración 
de la Comunidad Autónoma, incluyendo las distintas formas asociativas mancomunales, convencionales y consorciales. 

 b) La determinación de las competencias y de las potestades propias de los municipios y de los demás entes 
locales, en los ámbitos especificados en el Título III. 

(...) 

2. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en todo lo no establecido en el apartado 
1.” 

 De acuerdo con tales previsiones la Comunidad Autónoma dispondría de competencias suficientes pues para adoptar el 
proyecto de Decreto que nos ocupa. 

 
 TERCERA.- Por lo que se refiere al marco normativo en el que se encuadraría el presente proyecto, en lo que respecta 
a la normativa estatal, habríamos de citar el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de Noviembre, que aprueba el Texto Refundido 
de la Ley General para la defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. 
 
 En particular, dicha norma aludiría a las reclamaciones a efectuar por los consumidores en los siguientes términos (ar-
tículo 21): 

“Artículo 21. Régimen de comprobación y servicios de atención al cliente 
1. El régimen de comprobación, reclamación, garantía y posibilidad de renuncia o devolución que se establezca en los 
contratos, deberá permitir que el consumidor y usuario se asegure de la naturaleza, características, condiciones y utilidad 
o finalidad del bien o servicio; pueda reclamar con eficacia en caso de error, defecto o deterioro; pueda hacer efectivas 
las garantías de calidad o nivel de prestación ofrecidos, y obtener la devolución equitativa del precio de mercado del bien 
o servicio, total o parcialmente, en caso de incumplimiento o cumplimiento defectuoso. 
La devolución del precio del producto habrá de ser total en el caso de falta de conformidad del producto con el contrato, 
en los términos previstos en el título V del libro II. 
2. Las oficinas y servicios de información y atención al cliente que las empresas pongan a disposición del consumidor y 
usuario deberán asegurar que éste tenga constancia de sus quejas y reclamaciones, mediante la entrega de una clave 
identificativa y un justificante por escrito, en papel o en cualquier otro soporte duradero. Si tales servicios utilizan la 
atención telefónica o electrónica para llevar a cabo sus funciones deberán garantizar una atención personal directa, más 
allá de la posibilidad de utilizar complementariamente otros medios técnicos a su alcance. 
Las oficinas y servicios de información y atención al cliente serán diseñados utilizando medios y soportes que sigan los 
principios de accesibilidad universal y, en su caso, medios alternativos para garantizar el acceso a los mismos. 
Se deberán identificar claramente los servicios de atención al cliente en relación a las otras actividades de la empresa, 
prohibiéndose expresamente la utilización de este servicio para la utilización y difusión de actividades de comunicación 
comercial de todo tipo. 
En caso de que el empresario ponga a disposición de los consumidores y usuarios una línea telefónica a efectos de 
comunicarse con él en relación con el contrato celebrado, el uso de tal línea no podrá suponer para el consumidor y 
usuario un coste superior al coste de una llamada a una línea telefónica fija geográfica o móvil estándar. 
En el supuesto de utilizarse, de acuerdo con el párrafo anterior, una línea telefónica de tarificación especial que suponga 
un coste para el consumidor o usuario, el empresario facilitará al consumidor, junto con la información sobre dicha línea 
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telefónica de tarificación especial y en igualdad de condiciones, información sobre un número geográfico o móvil alterna-
tivo. 
No obstante lo anterior, en los supuestos de servicios de carácter básico de interés general, las empresas prestadoras de 
los mismos deberán disponer, en cualquier caso, de un teléfono de atención al consumidor gratuito. A estos efectos, 
tendrán la consideración de servicios de carácter básico de interés general los de suministro de agua, gas, electricidad, 
financieros y de seguros, postales, transporte aéreo, ferroviario y por carretera, protección de la salud, saneamiento y 
residuos, así como aquellos que legalmente se determinen. 
3. En todo caso, y con pleno respeto a lo dispuesto en los apartados precedentes, los empresarios pondrán a disposición 
de los consumidores y usuarios información sobre la dirección postal, número de teléfono, fax, cuando proceda, y direc-
ción de correo electrónico en los que el consumidor y usuario, cualquiera que sea su lugar de residencia, pueda interponer 
sus quejas y reclamaciones o solicitar información sobre los bienes o servicios ofertados o contratados. Los empresarios 
comunicarán además su dirección legal si esta no coincidiera con la dirección habitual para la correspondencia. 
Los empresarios deberán dar respuesta a las reclamaciones recibidas en el plazo más breve posible y, en todo caso, en 
el plazo máximo de un mes desde la presentación de la reclamación. 
4. En el supuesto de que el empresario no hubiera resuelto satisfactoriamente una reclamación interpuesta directamente 
ante el mismo por un consumidor, este podrá acudir a una entidad de resolución alternativa notificada a la Comisión 
Europea, de conformidad con lo previsto en la ley por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
2013/11/UE (LCEur 2013, 834) , del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución 
alternativa de litigios en materia de consumo. 
Los empresarios facilitarán el acceso a este tipo de entidades, proporcionando a los consumidores la información a la 
que vienen obligados por el artículo 41 de dicha ley.”  

 
 En el ámbito autonómico cabría aludir a la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumi-
dores y Usuarios de Andalucía, que establece por lo que aquí interesa, que: 

“Artículo 18. Obligación de disponer de libro de quejas y reclamaciones, de tramitar y contestar a las mismas 

1. En todos los establecimientos o centros que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía deberá estar a 
disposición de los consumidores un libro de quejas y reclamaciones, debidamente numerado y sellado por la Administra-
ción de la Junta de Andalucía, así como carteles indicativos de su existencia en la forma establecida reglamentariamente. 

2. Todas las quejas y reclamaciones que se presenten por escrito deberán ser contestadas por las Administraciones 
competentes y por los sujetos responsables comprendidos en el artículo 17.1  mediante escrito razonado a los interesa-
dos.” 

 

 CUARTA.- En cuanto a la estructura, que razonamos correcta, el borrador de Decreto consta de 26 artículos, divididos 
en 4 Capítulos, una Disposición Adicional, una Disposición Transitoria, una Disposición Derogatoria y cuatro  disposiciones finales. 

 
QUINTA.- Entendemos que se habría cumplimentado hasta ahora la tramitación procedimental prevista con carácter 

general, para la elaboración de los Reglamentos, en el artículo 45 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, así como en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, en lo que resulta de aplicación, sin perjuicio de lo indicado a continuación. 

 

5.1.- En relación con las entidades o asociaciones a  través de las cuales se habría efectuado el trámite de audiencia, tanto 
en relación con las Asociaciones de defensa de los consumidores y usuarios como de las empresas que comercializan bienes o prestan 
servicios en Andalucía, se aludiría, en  el correspondiente informe o memoria incorporado al expediente, al carácter de “más represen-
tativas” de las mismas (Folio 16 del expediente administrativo). Sin embargo nótese que el artículo 45 de la Ley de Gobierno de 
Andalucía no acotaría el trámite de audiencia a las entidades o asociaciones que revistan tal condición indicando en términos más 
amplios que “c) Cuando una disposición afecte a los derechos e intereses legítimos de la ciudadanía, se le dará audiencia, durante 
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un plazo razonable y no inferior a quince días hábiles, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas 
por la ley que la agrupe o la represente y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición.” 

 

Tampoco desde el punto de vista del sentido que la jurisprudencia atribuye al trámite de audiencia,  al vincularlo 
con la legitimación para impugnar un acto o disposición, la cual cabría atribuir o reconocer a una determinada entidad en el 
supuesto de que  tal acto o disposición pudiera afectar a los intereses defendidos por la misma, parece que pudiera 
entenderse limitado o restringido el ámbito del trámite de audiencia a las asociaciones o entidades que tengan una mayor 
representatividad. 

 Así como dice la STSJ de Andalucía, Sede de Málaga, de 25 de febrero de 2011, Rec. Nº 278/2010, que reproduce 
extractos de Sentencias del Alto Tribunal: 

“Ciertamente, y según se anticipaba, la simple aprobación de los Estatutos de la Agencia Tributaria no supone 
materialmente el vaciamiento de potestades administrativas, como tampoco incide directa e inmediatamente en la situación 
de los funcionarios públicos, como no afecta a los intereses defendidos por el sindicato recurrente la distribución competencial 
entre diversos departamentos. 

No obstante, según ya indicamos, existe cierto nexo entre el interés defendido por el sindicato recurrente y el 
contenido de la disposición impugnada, nexo causal que le atribuye la legitimación activa en este proceso, pues aquél asume 
la defensa de los intereses de los funcionarios pertenecientes a cualquier Administración y, en cuanto se afecten los derechos 
e intereses legítimos de éstos, será preciso o, al menos, conveniente el trámite de audiencia, y así hemos declarado en otras 
ocasiones que la cuestión del trámite de audiencia está vinculada estrechamente a la legitimación para recurrir pues ese 
trámite es parte esencial de principio de participación pública, no sólo al sindicato de funcionarios recurrente sino también 
al resto de entidades que defiendan intereses afectados por el ámbito de actuación de la Administración demandada. 

(…) La exigencia del trámite de audiencia en la elaboración de normas como la que nos ocupa, a la vista de la 
finalidad constitucional de la misma, permitiría, al menos, tener en consideración, antes de su aprobación, las alegaciones 
que formulen aquéllos que representen intereses afectos por el futuro de la Administración de la que dependen, aun más si 
se tienen en cuenta las dificultades posteriores de impugnar ante la jurisdicción contencioso-administrativa muchos de los 
actos aplicativos del Decreto, que son los que podrían consumar el riesgo temido por la parte que ahora impetra el auxilio 
judicial.” 

 Por ello habríamos de advertir como existirían argumentos para que pudiera cuestionarse  en este caso la 
adecuación de la designación de las entidades a través de las cuales se habría concedido el trámite de audiencia. Ello salvo 
que se incorporara al expediente justificación de la inexistencia de otras “organizaciones y asociaciones reconocidas por la 
ley que la agrupe o la represente y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición.” (en los términos del 
artículo 45.1 c) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre) distintas de aquellas a las que se ha concedido audiencia hasta el 
momento o, en otro caso, se subsanen las objeciones recientemente puestas de manifiesto concediendo audiencia a las 
mismas. 

5.2.- No figuraría incorporada al expediente  justificación de la remisión del pronunciamiento del Centro Directivo promotor 
de la iniciativa acerca de las observaciones efectuadas en su informe por el Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales, a la Consejería 
competente en materia de régimen local, la cual dará traslado, a su vez, al Consejo Andaluz de Gobiernos Locales conforme al artículo 
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5 del Decreto 263/2011, de 2 de Agosto, que aprueba el Reglamento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de los Gobiernos 
Locales. Lo que habría de subsanarse incorporando al expediente la documentación justificativa de la realización de dichos trámites. 

 Por otra parte, en su informe de valoración de alegaciones,   el Centro Directivo promotor del proyecto no habría aceptado 
alguna de las observaciones del Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales (Apartado 21 del Informe de la Dirección General de 
Consumo sobre las alegaciones recibidas en el curso del expediente que figura en los Folios 531 a 573 del mismo). Ante tal circuns-
tancia únicamente advertir que en tales supuestos el Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales podría solicitar motivadamente el 
informe del Consejo Andaluz de Concertación Local (artículo 5 del Decreto 263/2011, de 2 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales). En el supuesto de que efectuara tal solicitud, habría de 
incorporarse al expediente el Informe del Consejo Andaluz de Concertación Local, conforme a lo dispuesto en el artículo 3.b) de la 
Ley 5/2014, de 30 de diciembre, reguladora de dicho Consejo. Así, conforme a dicho precepto: 

 b ) Informar los anteproyectos de Ley , los proyectos de disposiciones generales y las propuestas de planes cuando el 
órgano proponente rechace observaciones o reparos del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales que expresamente se hayan realizado 
por resultar afectadas las competencias locales propias . 

El artículo 5.2 de la Ley 5/2014, de 30 de diciembre, del Consejo Andaluz de Concertación Local, determina que el men-
cionado informe se remitirá al órgano promotor de la iniciativa para su inclusión en el expediente de elaboración de la norma. 

Finalmente nótese que la Dirección General de Consumo no habría valorado la segunda de las observaciones efectuada por 
el  Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales en su informe, relativa a la posible afectación de la autonomía local al regularse en el 
proyecto de decreto que nos ocupa el procedimiento a seguir en la tramitación de las reclamaciones. Ello en lugar de remitir su 
regulación a las propias Entidades Locales o a la mencionada autonomía local. Entendemos que también sobre este extremo proce-
dería la correspondiente subsanación valorándose por el Centro Directivo promotor del proyecto la observación efectuada por el Con-
sejo Andaluz de los Gobiernos locales. 

5.3.- En cuanto a si procede el Dictamen del Consejo Consultivo  en el presente caso,  en lo que concierne al eventual 
engarce del proyecto que nos ocupa con algún precepto legal, cabría aludir al artículo 18 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, 
de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía. A tenor de ello en la medida en  que  pudiera defenderse 
que el proyecto estaría ejecutando las referidas previsiones legales, consideramos que procedería en el presente supuesto el 
dictamen preceptivo del Consejo Consultivo, conforme a lo prescrito por el articulo 17.3 de la Ley 4/2005, de 8 de abril, de 
Consejo Consultivo de Andalucía, conforme al cual: “El Consejo Consultivo de Andalucía será consultado preceptivamente en los 
asuntos  siguientes:(…) 

3 .  Proyectos de reglamentos que se dicten en ejecución de las leyes y sus modificaciones .” 

 

 
SEXTA.- En relación con las publicaciones prescritas por la normativa sobre transparencia pública, no se habría detectado 

por nuestra parte que se hubiera incorporado al expediente justificación de la publicación del texto, así como de las memorias e 
informes que conformaban el expediente en el momento en el que se sometió al trámite de audiencia y al de información pública, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 7.d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno y artículo 13.1.c) y d) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. Lo que 
habría de subsanarse. 
 

 Asimismo, se recuerda que cuando se solicitara el dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía y, en su caso, el del 
Consejo Económico y Social de Andalucía, debería publicarse también el proyecto, dándose cumplimiento así a la exigencia para 
ello del artículo 7.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y 
del artículo 13.1.c) de la Ley 1/2014, de 24 de junio. 
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SÉPTIMA. Comenzando con el análisis del texto del Borrador de Decreto, haremos constar las siguientes observaciones. 
 

 7.1.-  Parte Expositiva: En el primer párrafo, se recomienda reproducir en su completa literalidad lo dispuesto en el 
artículo 58.4.2º del EAA, transcrito en la Consideración Jurídica Segunda del presente informe. 
 

7.2.- Artículo 1:   
 
7.2.1.-  En el apartado 2.a) in fine , de acuerdo con las exigencias de la técnica “lex repetita” se recomienda indicar más 

bien “(…) y las entidades sin personalidad jurídica “que, en una relación de consumo, actúen sin ánimo de lucro en un ámbito 
ajeno a su actividad comercial o empresarial”. Ello al haberse detectado concordancias con lo dispuesto, a su vez, en el artículo 3 
del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias aprobado 
en virtud del Real Decreto-legislativo 1/2007, de 16 de Noviembre, precepto que revestiría carácter básico conforme a la Disposición 
Final Primera.1 del mencionado TRLGCYU. 

 
7.2.2.- En el apartado dos, letra c) se contemplaría la sujección a la obligación de disponer de las hojas de reclamaciones 

reguladas en el proyecto de Decreto con carácter general, es decir, también para aquellos empresarios o profesionales “aún cuando 
por  una normativa sectorial específica, un código deontológico o, por su propia voluntad, estén obligados a tener otros formularios 
y mecanismos de reclamación análogos de carácter administrativo u otros mecanismos corporativos o profesionales propios”. 

 
Sobre dicha cuestión, es decir si aquellas empresas o profesionales cuya normativa sectorial pudiera establecer sus 

propias mecanismos de reclamación para los clientes, sean administrativos o no, estarían sometidas también a las prescripciones 
generales o comunes de la normativa de consumidores  y usuarios, en general, o , en particular, a la exigencia de contar también 
con la hoja de reclamaciones impuesta por la normativa general o común de protección de los consumidores  y usuarios, habríamos 
de advertir de que la misma no resultaría jurisprudencialmente pacífica y en tal sentido la solución propuesta entrañaría riesgos. 

 
En tal sentido, pueden verse, por ejemplo, la Sentencia del TSJ de Valencia 20/2002, de 12 de enero, JUR 2002/214833, 

sobre la hoja de reclamaciones en relación con empresas sometidas a la normativa reguladora del seguro privado, o las Sentencias 
del TSJ de Andalucía, de 4 de febrero y 11 de febrero de 2016, RJCA 2016/253 y  JUR 2016/114572, que, sin aludir a  infracciones 
relacionadas con las hojas de reclamaciones, niegan la competencia objetiva de la Comunidad Autónoma para sancionar en su-
puestos de infracciones que se refieran a los inversores en mercados de valores, competencia que vendría atribuida por la normativa 
sectorial a la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 

 
Sin perjuicio de poner de manifiesto los riesgos expuestos, cabría enunciar a continuación argumentos que cabría extraer 

de la normativa y jurisprudencia a favor de la solución propuesta en el proyecto normativo que nos ocupa. 
 

Así, cabría invocar los siguientes preceptos del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias, Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de Noviembre: 

“Artículo 19. Principio general y prácticas comerciales 
1. Los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios deberán ser respetados en los términos 
establecidos en esta Norma, aplicándose, además, lo previsto en las normas civiles, mercantiles y las demás normas 
comunitarias, estatales y autonómicas que resulten de aplicación.” 

 De dicho precepto se deduciría la aplicación de la normativa de consumo, sin perjuicio o “además” de las restantes 
normas que pudieran resultar de aplicación. 

“Artículo 47. Administración competente. 
(…) 
3. Las autoridades competentes en materia de consumo sancionarán, asimismo, las conductas tipificadas como 

infracciones en materia de defensa de los consumidores y usuarios de los empresarios de los sectores que cuenten con 
regulación específica y las prácticas comerciales desleales con los consumidores o usuarios.” 
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 Precepto en que expresamente vendría a reconocerse la competencia de las administraciones de consumo para sancionar 
en los supuestos de infracción de la normativa en materia de protección de consumidores y usuarios a empresarios que actúen en 
el ámbito de sectores que cuenten con una regulación específica, con lo que se estaría reconociendo la sujeción de tales empresa-
rios a aquella normativa. 
 
 Igualmente cabría destacar lo genérico de los términos en que aparecería formulada la correspondiente obligación en la 
Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Consumidores y Usuarios de Andalucía, que se impondría respecto de todos los centros y 
establecimientos que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía sin distinción alguna. En efecto dicha Ley, en precepto 
anteriormente transcrito en el curso de nuestro informe, señalaría lo siguiente: 

“Artículo 18. Obligación de disponer de libro de quejas y reclamaciones , de tramitar y contestar a las mismas 
1 .  En todos los establecimientos o centros que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía deberá estar a 
disposición de los consumidores un libro de quejas y reclamaciones , debidamente numerado y sellado por la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía , así como carteles indicativos de su existencia en la forma establecida reglamentaria-
mente .” 

 
 Finalmente también pudieran resultar ilustrativos en el sentido que venimos exponiendo consideraciones como la que 
transcribimos a continuación, incorporada a la STS 793/94, de 22 de julio, RJ 1994/6581, en la que si bien se abordaba la 
cuestión relativa al ámbito de aplicación de la normativa de consumo en cuanto a su extensión o no a los servicios públicos de 
salud, se indicaba, por lo que aquí interesa, lo siguiente: 

 “TERCERO.-Indudablemente, la Ley 26/1984, de 19 julio, General para la defensa de los consumidores y 
usuarios, es una especie de Ley «marco» que tiene el carácter de principio general informador del ordenamiento, como 
previene su artículo 1.º 1, de acuerdo con el artículo 53.3 de la Constitución y en desarrollo de su artículo 51.1 y 2, y 
cuya regulación se extiende, primordialmente, al comercio interior y al régimen de autorización de productos comerciales, 
cual se desprende del número 3 del precitado artículo 51 y corrobora el inciso final del número 1 del artículo 1.º de la 
Ley, al decir que «en todo caso la defensa de los consumidores y usuarios se hará en el marco del sistema económico 
diseñado en los artículos 38 y 128 de la Constitución y con sujeción a lo establecido en el artículo 139». Consecuencia 
inmediata de su espíritu informador es que su aplicación, fuera de los supuestos que contempla específicamente y que 
sanciona en vía administrativa, tiene que estar en íntima relación con los preceptos que, contenidos en los Textos Legales 
sustantivos, fuesen los llamados a regular el caso sometido a enjuiciamiento de los órganos jurisdiccionales del orden 
correspondiente, es decir, que su aplicación sería concurrente y condicionada, en cierta manera, a la primacía de los 
mencionados preceptos sustantivos. La conclusión acabada de indicar encuentra base en la exposición de motivos de la 
propia Ley 26/1984, al afirmarse que el instrumento legal de protección y defensa que representa, «no excluye ni suplanta 
otras actuaciones y desarrollos normativos derivados de ámbitos competenciales cercanos o conexos, tales como la 
legislación mercantil, penal o procesal y las normas sobre seguridad industrial, higiene y salud pública, ordenación de la 
producción y comercio interior», y base, también en su articulado, así: el artículo 7 alude a la aplicación de lo previsto en 
las normas civiles y mercantiles y en las que regulan el comercio exterior e interior y el régimen de autorización de cada 
producto o servicio, y el artículo 32.1 y 2 establece que: «Las infracciones en materia de consumo serán objeto de las 
sanciones administrativas correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabili-
dades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir» y «La instrucción de causa penal ante los Tribunales de 
Justicia suspenderá la tramitación del expediente administrativo sancionador que hubiera sido incoado por los mismos 
hechos, y en su caso la eficacia de los actos administrativos de imposición de sanción. Las medidas administrativas que 
hubieran sido adoptadas para salvaguardar la salud y seguridad de las personas se mantendrán en tanto la autoridad 
judicial se pronuncie sobre las mismas». En este orden de cosas resulta sintomático lo dispuesto en su artículo 29.1: «El 
consumidor o usuario tiene derecho a una compensación, sobre la cuantía de la indemnización, por los daños contrac-
tuales y extracontractuales durante el tiempo que transcurra desde la declaración judicial de responsabilidad hasta su 
pago efectivo». 
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7.2.3.- En el apartado tres del artículo 1 se prevería la exclusión del ámbito de aplicación del Decreto de los servicios 
administrativos de las Administraciones Públicas. Sobre el particular habríamos de advertir que, a partir de las definiciones incor-
poradas a la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, tales 
servicios parece que podrían entenderse comprendidos en su ámbito de aplicación. Así el artículo 3 de dicha Ley, en su apartado 
inicial, define a los consumidores  y usuarios como las personas físicas o jurídicas que adquieran , utilicen o disfruten como 
destinatarios finales bienes o servicios. Siendo así que el apartado c) de este mismo artículo indica que se entenderá por tales 
bienes o servicios: “cualesquiera productos , actividades o funciones , utilizadas por los consumidores , independientemente del 
carácter individual o social , público o privado , de quienes los produzcan , suministren o los presten.” 

 
Teniendo en cuenta tal definición del ámbito de aplicación, en consecuencia, parece que todos los establecimientos o 

centros, tanto públicos como privados,  que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía estarían sometidos a la obligación 
de disponer de hojas de quejas y reclamaciones conforme al artículo 18 de la propia ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa 
y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía que se ha transcrito anteriormente, en la Consideración Jurídica Tercera 
de nuestro informe. Por lo que, sin perjuicio de la posible exclusión del ámbito de aplicación del proyecto normativo que nos ocupa, 
por remisión a una normativa específica (por ejemplo, el Decreto 262/1988, de 2 de agosto, Libros de Hojas de Quejas y Recla-
maciones),  advertiremos que, de acuerdo con los actuales términos de redacción del proyecto normativo, no se garantizaría la 
existencia de libro de hojas de quejas y reclamaciones en todos los servicios públicos o administrativos que se presten en Andalucía 
al no incluirse previsión de la necesidad de que tales servicios administrativos dispusieran de  modelos propios o específicos de 
hojas de quejas y reclamaciones o la eventual supletoriedad,en defecto de los mismos,  de lo establecido en el proyecto de Decreto 
que se informa. 

 
Por otra parte, en relación con la concreta redacción del artículo 1.3 del proyecto de Decreto, habríamos de advertir de 

la necesidad de concretar el alcance de la expresión “Administraciones Públicas andaluzas” que se recogería en su inciso inicial, 
en el sentido de aclararse si con la misma se estaría aludiendo a la Administración de la Junta de Andalucía, o también a las 
entidades locales, a cuales de entre éstas últimas etc. Finalmente igualmente habríamos de poner de manifiesto como la expresión 
utilizada en este primer inciso, no coincidiría con la que, a su vez, se recogería en el inciso siguiente de este mismo apartado del 
proyecto normativo “in fine” : “El presente Decreto no será de aplicación a las reclamaciones relativas al funcionamiento de los 
servicios administrativos de las Administraciones Públicas”. Desconociéndose si esta expresión sería más amplia o si se querría 
aludir,como así parece,  al mismo concepto que con la expresión recogida en el inciso precedente, lo que habría de aclararse 
haciendose concordar, en su caso, ambas menciones. 

 
 En este último sentido el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de Noviembre, que aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores  y Usuarios y otras leyes complementarias, incorporaría una 
definición de empresario o profesional que podría matizar lo anteriormente expuesto, en cuanto que aludiría a quien actúe con un 
propósito relacionado con su actividad, comercial, empresarial, oficio o profesión, ámbito que parecería diferente al de “los servicios 
administrativos de las Administraciones Públicas Andaluzas”, sin embargo aludiría también a la naturaleza pública o privada del 
mismo con lo que vendría a abundar en la anterior interpretación. Así, conforme a dicho norma legal: 
 “Artículo 4. Concepto de empresario 

A efectos de lo dispuesto en esta norma, se considera empresario a toda persona física o jurídica, ya sea privada o 
pública, que actúe directamente o a través de otra persona en su nombre o siguiendo sus instrucciones, con un propósito 
relacionado con su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión.” 
 

 Interpretación que habría sido confirmada o suscrita por el Tribunal Supremo que en sentencias como la de 1 de julio de 
1997, RJ 1997/5471, y 29 de junio de 1999, RJ 1999/4895, al considerar de aplicación determinados preceptos de  la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General de Defensa de los Consumidores y Usuarios a los pacientes de los servicios públicos de salud. 
 
 Finalmente advertiremos de la contradicción que pudiera advertirse y que habría de aclararse entre lo dispuesto en el 
artículo 1.2 c) del proyecto normativo que nos ocupa que aludiría a personas tanto públicas como privadas, al delimitar su ámbito 
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de aplicación, cuando indica  que el Decreto será de aplicación: c) “a las personas físicas o jurídicas y entes sin personalidad, tanto 
públicas como privadas, que sean titulares de empresas, establecimientos, centros o plataformas que comercialicen bienes o 
presten servicios en la Comunidad Autónoma de Andalucía” y la exclusión a que venimos haciendo referencia y que se incorpora 
al artículo 1.3 del Borrador de Decreto. 

 
7.3.- Artículo 2: En el apartado inicial se alude al derecho de los consumidores a obtener la hoja de reclamaciones de 

“las empresas titulares de las actividades que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía”. A estos efectos, advertiremos 
de la necesidad de unificar el uso del concepto o denominación incorporado al artículo 3.d) del propio proyecto de Decreto. 

 
7.4.- Artículo 4: Otro tanto indicaremos en relación con la indicación “Toda persona titular de actividad que comercialice 

bienes o preste servicios en la Comunidad (…)”, incorporada al inciso inicial del artículo 4, así como respecto de los demás apar-
tados o artículos del proyecto de Decreto respecto de los que proceda. 

 

7.5.- Artículo 10: Conforme a la redacción propuesta respecto al apartado 1, la persona consumidora o usuaria que 
efectúe la correspondiente queja o reclamación no tendría que firmar o rubricar la correspondiente Hoja de Reclamaciones, lo que 
parece necesario a los efectos de entender acreditada su identidad y  voluntad de interponer la misma. 

 
7.6.- Artículo 11: Se ha suprimido la referencia que existía en el artículo 9.1 del Decreto 472/2019, de 28 de mayo, 

que regula las hojas de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias de Andalucía y su tramitación adminis-
trativa, a la necesidad de que el consumidor dispusiera del correspondiente certificado electrónico reconocido o cualificado de firma 
electrónica, al objeto de poder presentar la correspondiente reclamación a través del Sistema de Hojas Electrónicas de quejas y 
reclamaciones. Sobre el particular advertiremos de la necesidad de incluir referencia a algún sistema de firma o garantía similar 
que permita verificar la identidad de la persona que suscriba la reclamación. 

 
7.7.- Artículo 12: Tal y como se indicaría al comienzo del apartado 2,  la información indicada en el tercer inciso del 

mismo habría de facilitarse “en el escrito de respuesta”, sin embargo nótese que siguiendo la Ley 7/2017, de 2 de Noviembre, de 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo (artículo 40.3): esta información “será facilitada en papel o en cualquier 
otro soporte duradero en el momento de la contestación de la reclamación o en el plazo máximo de un mes desde su interposición 
si el empresario no hubiera contestado la misma de forma expresa.” 

 
En su tercer inciso [“A tal efecto, la empresa titular de la actividad deberá facilitar a la persona consumidora (…)”], cabría 

incluir aclaración en el sentido de que tal información habría de facilitarse en el supuesto de que la reclamación presentada 
directamente por el consumidor no haya podido ser resuelta, tal y como indicaría, a estos efectos, el artículo 40.3 de la Ley 7/2017, 
de 2 de Noviembre, de resolución alternativa de litigios en materia de consumo. 

 
Por otra parte, de acuerdo con las exigencias de la técnica “lex repetita” se recomienda adecuar la redacción de este 

tercer inciso a lo dispuesto, a su vez, en el artículo 40.3  de la Ley 7/2017, de 2 de Noviembre, conforme al cual: “3 . Cuando una 
reclamación presentada directamente por el consumidor al empresario no haya podido ser resuelta , éste deberá facilitar al consu-
midor la información relativa a si se encuentra adherido a una entidad de resolución alternativa de litigios de consumo o si está 
obligado por una norma o código de conducta a participar en el procedimiento ante una concreta entidad . De no ser así , deberá 
facilitarle la información relativa , al menos , a una entidad que sea competente para conocer de la reclamación , haciendo la 
indicación de si participará en el procedimiento ante la entidad o entidades indicadas.” 

 
7.8.- Artículo 13: En el artículo 13.2 por razones de seguridad jurídica así como vinculadas al necesario respeto de las 

competencias de otras entidades  (Estado, Entidades Locales etc.) se recomienda concretar, en la medida de lo posible, la alusión  
a las fuerzas y cuerpos de seguridad “competentes” más próximos por referencia a cuales sean dichos Cuerpos o Fuerzas de 
Seguridad, por ejemplo, parece que lo miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía (artículo 
38 de la LO 2/1986, de 13 de marzo). Incluyendo en el expediente justificación en cuanto a la atribución de dichas competencias 
a otros Cuerpos o Fuerzas de Seguridad (estatales o locales). 
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El párrafo tercero habría de depurarse en relación con el contenido del artículo 71.8. 1ª y 2ª de la Ley 13/2003, de 17 

de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, que tipificarían como infracción administra-
tiva:1ª Realizar acciones dirigidas a coartar el libre ejercicio por los consumidores o por sus organizaciones o asociaciones de las 
facultades de reclamación o denuncia 2ªNo disponer de libros de hojas de quejas y reclamaciones oficiales, así como negarse o 
resistirse a suministrarlos a los consumidores que lo soliciten u ocultar o alterar las reclamaciones realizadas por este medio. 
Suministrar libros de hojas de quejas y reclamaciones que no sean oficiales a los consumidores que muestren su voluntad de 
presentar una reclamación.” . Ello de acuerdo con las exigencias de los principios de legalidad y tipicidad propios del derecho 
administrativo sancionador, en cuanto que pudieran existir comportamiento contemplados en el artículo 13.3 del proyecto norma-
tivo que nos ocupa (“negativa a acusar recibo mediante su firma, sellado u otro medio similar, a recibir las hojas de quejas y 
reclamaciones”), que pudieran no aparecer comprendidos con claridad en el precepto legal recientemente transcrito. 

 
 7.9.- Artículo 14. 

En el apartado 4 no se entiende bien la indicación de que el consumidor deberá acompañar determinada documentación 
tanto a la Hoja de Reclamaciones, como a “la solicitud de mediación o arbitraje remitidas a la Administración”, pues el artículo 
40.3 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, de resolución alternativa de litigios en materia de consumo no limitaría la referencia a 
la intervención de una entidad acreditada de resolución alternativa de litigios a las de carácter público, por lo que podrían ser 
públicas o privadas. En cuanto a la presentación de tales reclamaciones la misma se encontraría regulada en el artículo 17 de la 
mencionada Ley, que indicaría que la misma se acompañará de la “documentación necesaria”. Por lo que no se considera ade-
cuado que la Comunidad Autónoma entre a regular dicha cuestión más allá de la cita o reproducción del precepto estatal, si ésta 
se considerara necesaria, de acuerdo con las exigencias de la técnica “lex repetita”. 

Otro tanto indicaremos en relación con el inciso final del apartado precedente, el apartado 3 del artículo 14. 
 
 Finalmente en cuanto a la referencia “a la persona empresaria o profesional” que se incorpora al apartado 3 de este 
artículo, nos remitimos a lo expuesto anteriormente en la Consideración Jurídica 7.3 del presente informe. 
 
 7.10.- Artículo 16: 

7.10.1.- En el apartado inicial, por razones de seguridad jurídica, habría de aclararse el sentido de la expresión o, “en su 
defecto”, incluido en el siguiente inciso: “Será competente para tramitar las quejas y reclamaciones la OMIC correspondiente al 
domicilio de residencia habitual del a persona consumidora o usuaria o, en su defecto, la Delegación Territorial de la Consejería 
competente (…)”. Así cabría aclarar, por ejemplo, si su significado vendría a ser el mismo que el indicado en el artículo 14.1 del 
propio proyecto de Decreto “(…) en el caso de que no exista OMIC o ésta no tramite hojas de quejas o reclamaciones”. 

Por otra parte, en relación con éste artículo 16.1 así como en relación con el artículo 14.1, habríamos de advertir, cómo 
no se entiende bien su sentido ni parece adecuado incluir en el texto normativo el siguiente inciso “o ésta no tramite hojas de 
quejas o reclamaciones”, pues se trataría de una función que vendría atribuida a las mencionadas oficinas por el artículo 20.3.a) 
y b) de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Consumidores y Usuarios de Andalucía. 

Finalmente, en ambos casos, es decir tanto en relación con la OMIC como respecto a la Delegación Territorial o Provincial 
de la Consejería competente parece lo adecuado incluir el correspondiente criterio de atribución de competencia en función del 
“domicilio de residencia habitual del a persona consumidora o usuaria”. 
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 7.10.2.-En su apartado inicial se indicaría la competencia para tramitar las quejas y reclamaciones correspondería a la 
OMIC del domicilio de residencia habitual de la persona consumidora o usuaria, o , en su defecto a la Delegación Territorial o 
Provincial de la Consejería competente. 

 Por otra parte, habría de tenerse en cuenta que tal previsión supondría cierto cambio o modulación con respecto a lo 
establecido en el Decreto 472/2019, de 28 de mayo, que regula las hojas de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras 
y usuarias en Andalucía y su tramitación administrativa, que aludía, en lugar de la OMIC al “servicio público de consumo de inferior 
ámbito territorial”. 

 No se habría detectado por nuestra parte en la documentación incorporada el expediente concerniente a la elaboración 
del proyecto normativo que nos ocupa, ninguna referencia a los efectos que pudiera tener dicho cambio o modulación en el sentido, 
por ejemplo,  de si habría de traducirse o no, en un mayor número de reclamaciones a tramitar por las Entidades Locales. 

 En el curso del expediente de elaboración del proyecto normativo que nos ocupa se habría evacuado informe por parte 
del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (Folio 401 del expediente) en el que dicho órgano recordaba las previsiones de la 
normativa sobre régimen local de acuerdo con las cuales en el supuesto de que la legislación sectorial ampliara las obligaciones 
para los Municipios ello habría de ir acompañado de la adecuada financiación por parte de la Comunidad Autónoma (artículo 25 
de la Ley de Bases de Régimen Local, Ley 7/1985, de 2 de agosto.). 

 No obstante en contra de tal observación cabría argüir cómo los Municipios, con anterioridad a la aprobación del Decreto 
que nos ocupa, ya disponían de competencias en esta materia atribuidas por Ley. 

 Así la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios en Andalucía, les 
atribuiría genéricamente la competencia en materia de información y asesoramiento a los consumidores. Así siguiendo el Artículo 
97. Competencias municipales: 

“1 .  Sin perjuicio de las competencias autonómicas , corresponde a los municipios andaluces velar en sus respectivos 
territorios por la protección de los consumidores y , en particular : 
a )  La información y educación de los consumidores , estableciendo los cauces adecuados para ello , de acuerdo con 
las necesidades de cada localidad , pudiéndose contar para tal fin con la colaboración de las organizaciones o asociacio-
nes de consumidores y usuarios .” 
 

 Igualmente dicha Ley contemplaría la existencia de Oficinas Municipales de Información al consumidor, a las que se 
atribuirían competencias para tramitar las quejas o reclamaciones de los consumidores y usuarios. 

 En este sentido, la mencionada Ley 13/2003, determina lo siguiente: 

“Artículo 20. Oficinas de información al consumidor (...) 
3. Son funciones de estas Oficinas de Información al Consumidor y Usuario: 
a) La información, ayuda y orientación a los consumidores para el adecuado ejercicio de sus derechos. 
b) La recepción, registro y acuse de recibo de denuncias, reclamaciones y solicitudes de arbitraje de los consumidores, 
y su remisión a las entidades u órganos correspondientes. 
c) Servir de cauce de mediación voluntaria en conflictos 
 
Artículo 21. Oficinas Municipales de Información al Consumidor 
1. La creación y ubicación de las Oficinas Municipales de Información al Consumidor se efectuará atendiendo a los 
criterios de eficacia y de mayor proximidad a los consumidores. 
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2. La Administración de la Junta de Andalucía fomentará especialmente la creación de Oficinas Municipales de Infor-
mación al Consumidor: 
a) En las mancomunidades o agrupaciones de municipios. 

 b) En todos los municipios capitales de provincia de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
c) En los distintos distritos municipales de las ciudades de más de cincuenta mil habitantes. 
d) En los municipios de más de 20.000 habitantes. 
e) En los municipios de alto grado de población flotante, en la forma en que se establezca reglamentariamente.” 

  

 De acuerdo con la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, que aprueba el Estatuto de Autonomía para Andalucía, :Artículo 
92. Competencias propias de los municipios:”(...)2 . Los Ayuntamientos tienen competencias propias sobre las siguientes materias 
, en los términos que determinen las leyes :(...)j ) Defensa de usuarios y consumidores . 

 Finalmente la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, (artículo 9), de forma completa y clara, 
atribuiría a los Municipios el análisis y tramitación de las quejas o reclamaciones reguladas en el proyecto de Decreto que nos 
ocupa. Así dicha norma establecería que: 

“Los municipios andaluces tienen las siguientes competencias propias: 
15. Ordenación, planificación y gestión de la defensa y protección de personas usuarias y consumidoras, que incluye: 
a) La información y educación a las personas usuarias y consumidoras en materia de consumo, así como la orientación 
y el asesoramiento a estas sobre sus derechos y la forma más eficaz para ejercerlos.(...) 
c) El análisis, tramitación, mediación o arbitraje, en su caso, de las quejas, reclamaciones y denuncias que presentan las 
personas consumidoras. 
d) La constitución, gestión, organización y evaluación de las oficinas municipales de información al consumidor de su 
ámbito territorial. 
e) El fomento, divulgación y, en su caso, gestión, del sistema arbitral de consumo, en colaboración con la Administración 
General del Estado y la Comunidad Autónoma de Andalucía, en los términos previstos en la legislación vigente. 

 

 A estos efectos habríamos de destacar también aquí como el Decreto-ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se establecen 
medidas urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, 27-12-2013 , de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
Local,   dispuso en su momento lo siguiente: 

”Artículo 1. Ejercicio por parte de las Entidades Locales de competencias atribuidas por la legislación autonómica anterior 
a la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración 
Local 

Las competencias atribuidas a las entidades locales de Andalucía por las leyes anteriores a la entrada en vigor de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, se ejercerán por las mismas 
de conformidad a las previsiones contenidas en las normas de atribución, en régimen de autonomía y bajo su propia 
responsabilidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 7.2  de la Ley 7/1985, de 2 de abril (RCL 1985, 799y 
1372) , reguladora de las Bases del Régimen Local, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes del 
presente Decreto-ley.” 

 En consecuencia al tratarse de competencias atribuidas con anterioridad por normativa legal andaluza cabría defender la 
no  aplicación de las exigencias establecidas en la nueva redacción que al articulo 25 de la LBRL se dio por la Ley 27/2013, de 27 
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de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, por lo que decaerían los argumentos incorporados al 
Informe del Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales al que venimos haciendo referencia. 

 7.10.3.- En el apartado segundo se establecería que cuando la queja o reclamación sea presentada por personas resi-
dentes en una Comunidad o Ciudad Autónoma distinta de Andalucía será remitida a la Administración competente en materia de 
consumo de la Comunidad o Ciudad Autónoma correspondiente al domicilio de residencia habitual de la persona consumidora o 
usuaria. 

 Se desconoce, pues el proyecto normativo no lo especifica, si las hoja de reclamaciones a que se hace referencia aludirían 
a incidencias acaecidas en  supuestos de venta o comercialización de bienes y servicios efectuadas en Andalucía o no, lo que nos 
impediría extraer aquí conclusiones precisas sobre la regla que se propone. 

 No obstante expondremos a continuación las objeciones que supondría tal previsión. 

 Como es sabido la competencia de los órganos administrativos es irrenunciable y ha de ejercitarse por los órganos que 
la tenga atribuida como propia (artículo 14.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público). 

 En tal sentido las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y, en particular, de los órganos administrativos 
en materia de consumo, estarían delimitadas por el principio de territorialidad (artículo 43 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, 
Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo). 

 En efecto, dicha regla aparecería pormenorizada por la normativa de consumo en materia de hojas de reclamaciones y 
de infracciones y sanciones. Nótese que el artículo 14.2 del proyecto de Decreto se refiere a la remisión para su tramitación de las 
hojas de reclamaciones a la Comunidad Autónoma o Ciudad Autónoma correspondiente al domicilio de la persona consumidora y 
usuaria, pero no contiene mención expresa alguna a qué sucedería en los supuestos en que las hojas de reclamaciones pudieran 
suponer denuncia de infracciones administrativas (artículo 15 del propio proyecto de Decreto). Si se incoaría expediente por la 
Junta de Andalucía o si no etc.. Materia ésta en que habrían de extremarse las garantías al afectar a uno de los principios funda-
mentales en el ámbito del derecho administrativo sancionador (artículo 25.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, conforme al cual: “2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos 
que la tengan expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario.” ). 

 Retomando la argumentación expuesta, señalaremos como, en cuanto a la competencia territorial de la Junta de Andalu-
cía, la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidora y Usuarios de Andalucía, en cuanto a la 
sujeción a la  obligación de disponer de hojas de reclamaciones, con lo cual vendría a delimitar la competencia de la Administración 
de la Junta de Andalucía para su tramitación, aludiría a la comercialización de bienes o prestación de servicios en Andalucía: 

 “Artículo 18. Obligación de disponer de libro de quejas y reclamaciones, de tramitar y contestar  a las mismas 

1. En todos los establecimientos o centros que comercialicen bienes o presten servicios en Andalucía deberá estar a 
disposición de los consumidores un libro de quejas y reclamaciones, debidamente numerado y sellado por la Administra-
ción de la Junta de Andalucía, así como carteles indicativos de su existencia en la forma establecida reglamentariamente. 
 

 En materia de infracciones y sanciones, habrían de tenerse en cuenta los siguientes preceptos que igual-

mente delimitarían la competencia de la Comunidad Autónoma en función de un criterio territorial, atendiendo al 

lugar de comisión de la infracción, con cierto matiz añadido por la normativa estatal básica. 

 Así conforme a la mencionada Ley  13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidora y 

Usuarios de Andalucía: 
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 Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidora y Usuarios de Andalucía (articulo 94.2) 
determina que: 

“Artículo 94. Órganos competentes en la Junta de Andalucía 
1. Los órganos de la Administración de la Junta de Andalucía competentes para iniciar, instruir y resolver los procedi-
mientos sancionadores se determinarán reglamentariamente. La competencia para resolver habrá de atribuirse por De-
creto del Consejo de Gobierno y la de iniciar e instruir podrá ser atribuida por orden del titular de la Consejería de la que 
dependa la defensa de los consumidores. 
2. Las competencias sancionadoras de estos órganos están referidas a las infracciones de consumo cometidas, siquiera 
sea parcialmente, en el territorio de la Comunidad Autónoma, cualquiera que sea el domicilio o el lugar en que radiquen 
los establecimientos o domicilio del responsable. Los órganos citados en el apartado anterior no se inhibirán en favor de 
otras administraciones autonómicas.” 

 Por su parte la normativa estatal (Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y 
otras leyes complementarias, Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de Noviembre) determina o siguiente: 

“Artículo 47. Administración competente 
1. Las Administraciones españolas que en cada caso resulten competentes sancionarán las infracciones en materia de 
defensa de los consumidores y usuarios cometidas en territorio español cualquiera que sea la nacionalidad, el domicilio 
o el lugar en que radiquen los establecimientos del responsable. 
2. Las infracciones se entenderán cometidas en cualquiera de los lugares en que se desarrollen las acciones u omisiones 
constitutivas de las mismas y, además, salvo en el caso de infracciones relativas a los requisitos de los establecimientos 
e instalaciones o del personal, en todos aquellos en que se manifieste la lesión o riesgo para los intereses de los consu-
midores y usuarios protegidos por la norma sancionadora.” 
 

 Finalmente indicaremos  que la remisión de la queja o reclamación  a un órgano de otra Comunidad Autónoma o Ciudad 
Autónoma, conforme a la normativa de procedimiento administrativo, resultaría procedente en el supuesto de que el mismo fuera 
el competente para su tramitación (artículo 14.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público). 

Expuestos los anteriores fundamentos o razonamientos podemos ya concretar el sentido de la objeción que venimos 
detallando en relación con el actual contenido del artículo 16.2 del proyecto normativo que nos ocupa, y que sería la siguiente. 
En la medida en que la reclamación o queja a que se alude en la misma resultare atribuida normativamente conforme a los 
preceptos transcritos “ut supra” a la competencia de los órganos de consumo de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
cual parece sucedería, por ejemplo,  si la misma guardare relación con la comercialización de bienes o prestación de servicios 
o infracciones que se hubieran cometido en el territorio de Andalucía, no resultaría apropiada, de acuerdo con la fundamen-
tación recientemente expuesta,  la remisión de la misma a los órganos de otras Comunidades Autónomas, ello con indepen-
dencia del lugar de domicilio o residencia del consumidor afectado. 

 No obstante habríamos de advertir cómo no resulta posible descartar en todo caso la adecuación a dicha distribución 
competencial de la solución propuesta ante un supuesto concreto en función,  por ejemplo,  de que atendiendo al tipo 
infractor y a las circunstancias del caso la infracción pudieran entenderse cometida en el territorio de otra Comunidad Autó-
noma en función de que el domicilio o la residencia del consumidor se encuentren situadas en su territorio. Nótese que la 
jurisprudencia es muy casuística al efecto de determinar  cual sea la Administración competente para imponer sanciones por 
infracción de la normativa de protección de los consumidores y usuarios, en el sentido del lugar en que deba entenderse 
cometida la infracción,  lo que adquiere singular relevancia en el supuesto de reclamaciones o infracciones que pudieran 
exceder del ámbito de una Comunidad Autónoma, por ejemplo, una promoción comercial que se hubiera efectuado en un 
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ámbito estatal, o guardar conexión (por sus efectos, lugar de comisión-a veces vinculado o no con el domicilio o sede social 
de infractor-, etc.) con el territorio de varias Comunidades Autónomas. 

Circunstancias de gran relevancia a los efectos que nos ocupan  y que, sin embargo, no aparecerían expuestas o 
consideradas en la regla incorporada al artículo 14.2 del proyecto normativo que nos ocupa. 

 Teniendo en cuenta, para terminar, que del expediente administrativo concerniente a la elaboración del proyecto de 
Decreto que nos ocupa (Memoria Justificativa, Folio 69 del expediente), se inferiría que tal remisión pudiera  resultar ampa-
rada por un Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Consumo, circunstancia respecto de la cual habríamos de advertir como 
el Tribunal Supremo habría señalado que, sin perjuicio de su carácter vinculante para las partes, este tipo de acuerdos 
tendrían un valor o efecto similar al de un convenio no revistiendo el carácter de disposición general ni el alcance o virtualidad 
de desplazar lo dispuesto por las mismas, es decir, por la normativa de aplicación (STS de 2 de diciembre de 2013, RJ 
2013/7794). Asimismo, por otra parte, habríamos de advertir igualmente, en relación con tal argumento o invocación, que 
el tenor literal del proyecto normativo que nos ocupa no se adaptaría a lo establecido en el Acuerdo de Conferencia Sectorial 
de Consumo de 25 de junio de 2009 invocado, que aludiría  a aquellos supuestos en que un consumidor “interpusiera una 
queja o una reclamación contra una empresa cuya sede social radicara en una Comunidad Autónoma distinta  de la de su 
lugar de residencia”, siendo así que el artículo 14.2 del proyecto de Decreto no aludiría a las circunstancias de cual fuera la 
sede social de la empresa o de que dicha sede social estuviera situada en una Comunidad Autónoma diferente a la de 
residencia del consumidor. 

 En cualquier caso y para terminar éste último criterio o circunstancia tampoco coincidirían con los puntos de cone-
xión que, en términos generales o abstractos, conforme a lo razonado anteriormente determinarían o delimitarían la compe-
tencia de la Comunidad Autónoma de Andalucía en esta materia. 

 Todas las razones apuntadas nos llevarían a recomendar desde aquí que la mención actualmente incorporada al 
artículo 16.2 del proyecto de Decreto que se informa, fuera sustituida por la referencia genérica a la necesaria remisión de 
la reclamación al órgano competente en el supuesto/s en que no pudieran determinarse como tales  los órganos con com-
petencias para la protección de los consumidores y usuarios de Andalucía (artículo 14.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público).  

 7.11.- Artículo 17: En el apartado 2 habría de indicarse, más bien,  que la remisión habría de efectuarse al órgano 
que resulte competente para la instrucción del correspondiente expediente, sea de la administración local o autonómica. 

 7.12.- Artículo 22: En el inciso inicial se recomienda indicar en lugar de “(…) o concurriese alguna de las causas 
expresadas en las letras a) y b)”, más bien “o concurriese o parezca concurrir alguna de las causas expresadas en las letras 
a) y b)”. 

7.13.- Artículo 23. En relación con lo dispuesto en el apartado 1 en relación con la obligación de colaboración de 
los consumidores y usuarios, no se habría detectado que la normativa de protección de los mismos contemple dicha obliga-
ción (TRLCYU y Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Consumidores y Usuarios de Andalucía), por lo que no se considera 
adecuada su mención, salvo que se justificara tal cobertura. Ello sin perjuicio de que la falta de colaboración pudiera com-
portar el archivo de la correspondiente reclamación en los términos previstos en el apartado 3 de este mismo artículo. 
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7.14.- Artículo 25. En relación con el informe contemplado en el artículo 25.2 que podría evacuarse, según se 
indica en el proyecto de Decreto que nos ocupa, cuando el órgano que tramite la reclamación “lo estime conveniente”, 
advertiremos cómo el mismo no parece que tenga sentido en aquellos supuestos en que no subsista el conflicto (si se hubiera 
llegado a un acuerdo, desistimiento, allanamiento etc.) por lo que parece que pudiera ser de interés acotar su posibilidad de 
evacuación en tales supuestos. 

Por ello y por razones vinculadas con la seguridad jurídica se recomienda acotar, en la medida de lo posible y de 
acuerdo con la finalidad a que habría de estar orientada la normativa en materia de consumo, de adecuada protección de 
los derechos de los consumidores, la discrecionalidad de los servicios competentes a la hora de evacuar el mencionado 
informe. 

Otro tanto indicaremos en relación con este mismo inciso (“si así lo estima conveniente”), incorporada al artículo 
24 “in fine” del proyecto de decreto que nos ocupa. 

7.15.- Disposición Derogatoria Única, en sus dos apartados “inciso final” se recomienda unificar los términos 
empleados al aludirse al mismo momento, según se desprende de la lectura de la Disposición Final Cuarta segundo párrafo  
del propio proyecto de Decreto,  con dos expresiones distintas. Así en el apartado a) “(…)que seguirán vigentes hasta que no 
entren en vigor los artículos 3.g), 4.2, 7 y 11 y los Anexos I, II y III del presente Decreto.”. y en el apartado b)  “(…) a los 
nueve meses de la publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía del presente Decreto.”. 

  

Es cuanto me cumple someter a la consideración de V.I., sin perjuicio de que se cumplimente la debida tramitación 
procedimental y presupuestaria. 

      

  La Letrada de la Junta de Andalucía. 

        Ana María Medel Godoy 
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INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE CONSUMO SOBRE LAS OBSERVACIONES REALIZADAS POR EL
GABINETE JURÍDICO DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA AL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULAN
LAS  HOJAS  DE  QUEJAS  Y  RECLAMACIONES  DE  LAS  PERSONAS  CONSUMIDORAS  Y  USUARIAS  EN  LA
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA.

Con fecha 17  de  noviembre  de  2021  se  recibió en la  Dirección General  de  Consumo  un correo
electrónico  de  la  Coordinación  de  Viceconsejería  por  el  que  se  remitía  el  informe  SSCC2021/113  del
Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía al proyecto de Decreto por el que se regulan las Hojas de Quejas
y Reclamaciones de las Personas Consumidoras y Usuarias en la Comunidad Autónoma de Andalucía, de
conformidad  con  lo  establecido  en  la  Instrucción  nº  1/2017,  de  la  Viceconsejería  de  Salud,  sobre  el
procedimiento a seguir en la tramitación de disposiciones de carácter general. Una vez transcurrido el plazo
establecido en la Instrucción Cuarta, Tres, D.3 de la Instrucción nº 1/2017, de la Viceconsejería de Salud,
sobre el procedimiento a seguir en la tramitación de disposiciones de carácter general, se informa sobre las
observaciones recibidas:

Las consideraciones jurídicas Primera, Segunda, Tercera y Cuarta no plantean observaciones al
proyecto de Decreto.

La  consideración jurídica QUINTA 5.1,  se  refiere a que  existirían argumentos para que pudiera
cuestionarse en este caso la adecuación de la designación de las entidades a través de las cuales se habría
concedido  el  trámite  de  audiencia,  por  lo  que  considera  que  bien  debería  incorporarse  al  expediente
justificación de la inexistencia de otras “organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que la agrupe o
la  represente  y  cuyos  fines  guarden  relación  directa  con  el  objeto  de  la  disposición” ,  bien  se  conceda
audiencia a las mismas. No se está de acuerdo con la observación de Gabinete Jurídico. En primer lugar,
las entidades, organizaciones y asociaciones a las que se ha concedido audiencia han sido las mismas a las
que se les concedió en la tramitación del hoy vigente Decreto 472/2019, de 28 de mayo, sin que en ese
momento Gabinete Jurídico realizara una observación similar. Tras darle traslado a la Federación Andaluza
de Municipios y Provincias; a la Confederación de Empresarios de Andalucía; a las tres Federaciones de
asociaciones  de  personas  consumidoras  más  representativas  y  presentes  en  el  Consejo  de  Personas
Consumidoras y Usuarias de Andalucía; y a a todos los Colegios Profesionales de Andalucía, se han recibido
un total  de 23 alegaciones.  Por  lo  que respecta a  las asociaciones de personas  consumidoras,  constan
inscritas como tales en el Registro Público dependiente de la Dirección General de Consumo un total de 45
asociaciones  de  diverso  ámbito  (local,  provincial  y  autonómico),  muchas  de  ellas  federadas  entre  sí.
Asimismo, existen organizaciones inscritas en el registro estatal pero no en el andaluz. En cualquier caso, se
estima que la publicidad que se ha dado al trámite de audiencia e información pública (publicación en BOJA
de la Resolución de 16 de abril de 2021, de la Secretaría General Técnica; difusión en redes sociales y medios
de comunicación), permite entender válida y suficientemente cumplido dicho trámite.

Calle Castelar, 22

41071 Sevilla

T: 955006300

dg.consumo.csalud@juntadeandalucia.es

Consejería de Salud y Familias
Dirección General de Consumo
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La consideración jurídica QUINTA 5.2, se refiere a que no figura incorporada al expediente justificación de
la remisión del pronunciamiento del Centro Directivo promotor de la iniciativa acerca de las observaciones
efectuadas en su informe por el Consejo Andaluz de los Gobiernos Locales. Al respecto se recuerda que el
Informe de la Dirección General de Consumo, de fecha 21 de junio de 2021, sobre las alegaciones recibidas
en el trámite de audiencia e información pública del referido proyecto de Decreto, se recoge el siguiente
pronunciamiento:

“21. Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (9/6/2021).
El  Consejo  informa  que  el  proyecto  de  Decreto  configura  como  obligatoria  la  tramitación  de  las

reclamaciones de consumo por las entidades locales de Andalucía,  siendo necesario nuevos recursos para
afrontar el incremento de costes que ello supondrá. No se acepta la alegación porque, aunque se coincide en
la necesidad de reforzar la capacidad de las OMICs, no debe olvidarse que este proyecto de decreto, como el
Decreto 472/2019, de 28 de mayo, no establece ninguna nueva competencia, sino que todas las Entidades
Locales de Andalucía tienen como competencias propias la ordenación, planificación y gestión de la defensa y
protección de personas usuarias y consumidoras, por disposición del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
que ha sido desarrollado en esta materia por la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de
los Consumidores y Usuarios de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía. En
concreto, las entidades locales andaluzas tienen competencias propias en materia de Consumo por atribución
expresa del artículo 92.2.j del Estatuto de Autonomía para Andalucía; del artículo 9.15 de la Ley 5/2010, de 11
de junio, de Autonomía Local de Andalucía; y de los artículos 97 y 98 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de
Defensa y  Protección de los  Consumidores  y  Usuarios  de  Andalucía.  Las entidades locales  andaluzas,  por
tanto, podrán ejercer con normalidad sus competencias propias en ordenación, planificación y gestión de la
defensa y protección de personas usuarias y consumidoras, sin que el proyecto de Decreto modifique estas
competencias propias de las entidades locales de Andalucía”.

Por consiguiente, el Centro Directivo se ha pronunciado acerca de las alegaciones realizadas por el
Consejo  Andaluz  de  Gobiernos  Locales  y  debe  dejarse  constancia  expresa  del  respeto  del  proyecto  de
Decreto al principio de autonomía local. Dicho informe fue remitido a la Secretaría General Técnica de la
Consejería  de  Salud  y  Familias  mediante  Comunicación  Interior  número  26  el  18  de  junio  de  2021,
recibiéndose el 22 de junio de 2021, pasando a formar parte del expediente.

En esta misma consideración jurídica 5.3 se indica que la Dirección General de Consumo no habría
valorado la posible afectación de la autonomía local. No se está de acuerdo con la observación por cuanto
expresamente se argumenta que ni se atribuye una nueva competencia a las entidades locales, y que es la
Comunidad autónoma la titular exclusiva de la regulación de la tramitación de las reclamaciones, como
ratifica el propio Gabinete Jurídico en su informe.

La consideración jurídica QUINTA 5.3, se refiere a que pudiera defenderse que el proyecto estaría
ejecutando  el  artículo  18  de  la  Ley  13/2003,  de  17  de  diciembre,  por  lo  que  procedería  el  dictamen
preceptivo del Consejo Consultivo. Se acepta la consideración.
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La  consideración  jurídica  SEXTA,  se  refiere  a  que  no  se  habría  detectado  la  incorporación  al
expediente justificación de la publicación del texto, así como de las memorias e informes que conformaban el
expediente  en el  momento en el  que  se  sometió  al  trámite  de  audiencia  y  al  de  información pública,  de
acuerdo con lo previsto en el el artículo 7.d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la
información pública y buen gobierno, y del artículo 13.1.c) y d) de la Ley 1/2014, de 24 de junio. Sobre ello se ha
de significar que consta en el expediente tramitado hasta el momento del presente Decreto diligencia del
Sr. Responsable de la Unidad de Transparencia de la Consejería de Salud y Familias, de 16 de abril de 2021,
donde se acredita dicha publicación. 

La  consideración  jurídica  SÉPTIMA  7.1,  propone  reproducir  en  el  primer  párrafo  de  la  parte
expositiva lo dispuesto en el artículo  58.2.4º del EAA en su completa literalidad. Se acepta parcialmente la
observación  al  incluir  la  mención  a  los  artículos  de  la  Constitución  que  modulan  el  ejercicio  de  la
competencia  exclusiva,  pero  se  mantiene  la  utilización  del  lenguaje  no  sexista,  así  como  la  referencia
exclusiva a mediación y aplicación de reclamaciones, por resultar más claro conforme al objeto del proyecto
de Decreto.

La consideración jurídica SÉPTIMA 7.2, propone una nueva redacción de la letra a) del artículo 1.2
in fine. Se acepta la consideración. 

Asimismo, se refiere al artículo 1.2.c del proyecto de Decreto, que dispone que se aplicará incluso a
aquellas  personas  a  las  que  una  normativa  sectorial  específica  les  obligue  a  tener  otros  formularios  y
mecanismos  de  reclamación  análogos  de  carácter  administrativo  a  disposición  de  las  personas
consumidoras y usuarias que los soliciten o posean mecanismos corporativos o profesionales propios. En
este sentido se advierte que esta solución no es jurisprudencialmente pacífica y entraña riesgos, existiendo
argumentos  a  favor  y  en  contra.  Se  mantiene  la  redacción  inicial fundamentada  en  la  práctica
administrativa habitual y en la existencia, como el propio Gabinete Jurídico recoge, de pronunciamientos
jurisprudenciales favorables.

Respecto al artículo 1.3 del proyecto de Decreto, el Gabinete Jurídico considera que no se garantiza
la  existencia  de  libro  de  hojas  de  quejas  y  reclamaciones  en  todos  los  servicios  públicos  y  que  sería
necesario concretar el alcance de la expresión “Administraciones Públicas andaluzas”. Con relación a lo
primero,  no  se  acepta  la  observación por  cuanto,  como  se  verá  a  continuación,  el  Decreto  será  de
aplicación únicamente a las relaciones de consumo y no a las relaciones administrativas. Con relación a lo
segundo, debe tratarse de una errata producida al reproducir el informe de Gabinete Jurídico al proyecto
del hoy vigente Decreto 472/2019, de 28 de mayo. Y es que el presente proyecto de Decreto no recoge la
expresión “Administraciones Públicas andaluzas”.

Finalmente, se advierte de una posible contradicción entre lo dispuesto en el artículo 1.2.c) y la
exclusión del artículo 1.3. Al respecto este Centro Directivo considera que la posible contradicción ya fue
resuelta en el Decreto 472/2019, de 28 de mayo, precisamente tras una observación idéntica de Gabinete
Jurídico.  En  todo  caso,  debe  distinguirse  las  relaciones  jurídicas  de  consumo  (empresa-persona
consumidora),  a las  que  sí  les  será de aplicación el  proyecto  de  Decreto  con independencia  de  que  la
empresa que presta los servicios o comercialice bienes sea un operador público o privado; de las relaciones
jurídicas administrativas (Administración-persona administrada) en los que existe el ejercicio de potestades
públicas en régimen de Derecho administrativo, y en las que no será de aplicación el proyecto de Decreto.
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La consideración jurídica SÉPTIMA 7.3, se refiere a la necesidad de unificar el uso de la expresión
“empresa titular de la actividad”. Se entiende que se hace un uso homogéneo de la misma y no se comparte
la consideración. 

La  consideración jurídica SÉPTIMA 7.4,  se refiere al artículo 4 y a la necesidad nuevamente de
unificar el uso de la expresión “empresa titular de la actividad”. Se entiende que se hace un uso homogéneo
de la misma y no se comparte la consideración.

La  consideración  jurídica  SÉPTIMA  7.5,  se  refiere  al  artículo  10  y  propone  que  la  persona
consumidora deba firmar la hoja de quejas y reclamaciones para acreditar su identidad y su voluntad de
interponerla.   La  omisión  de  la  firma  de  la  persona  reclamante  en  el  formulario  de  hoja  de  quejas  y
reclamaciones no es un error. De hecho, en el propio texto articulado se elimina la mención a la obligación
de firmarlas y únicamente existe la obligación de la empresa reclamada de acusar recibo de la reclamación
recibida (sellándola, firmándola, etc.). La razón se entiende mejor si comprendemos que la hoja de quejas y
reclamaciones tiene una doble función y actúa en dos procesos diferentes:

• La hoja de quejas y  reclamaciones funciona primero  como un instrumento  que  crea la
Junta  de Andalucía  para facilitar  la  negociación entre  particulares.  Un consumidor está
descontento con un producto y servicio, y lo pone en conocimiento de la empresa. La hoja
facilita la presentación de la reclamación aunque podría reclamar también sin utilizarla.
Por su parte la empresa está obligada a responder en los términos que le indica el decreto.
Exigir la firma en estas relaciones entre particulares no tiene sentido. De hecho, en otras
relaciones  no  se  exige  (reclamaciones  utilizando  los  servicios  de  atención  al  cliente
telemáticos  de  un  banco,  seguros,  grandes  almacenes;  resolución  de  disputas  en
plataformas de venta; etc.).

• La  hoja  de  reclamaciones  puede  también  usarse  para  poner  en  conocimiento  de  la
Administración que existe un problema y solicitar su intervención. Para ello, claro está, es
necesario cumplir una serie de requisitos que establece el decreto. En este caso, cuando
nos dirigimos a la administración estamos presentando una solicitud y sí será necesario
firmarla.  En  cualquier  registro,  electrónico  o presencial,  debemos  firmar  la  solicitud  (la
propia hoja aunque lo normal es que se trate de una instancia de presentación a la que se
adjunta la hoja), de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

La  consideración jurídica SÉPTIMA 7.6 se refiere al artículo 11 y propone que no se suprima la
necesidad de que el consumidor disponga de certificado electrónico reconocido para presentar una hoja de
quejas y reclamaciones electrónica.  No se acepta la observación por los motivos expuesto anteriormente y
porque actualmente existen múltiples mecanismos de identificación electrónica utilizados por las distintas
Administraciones públicas y empresas (Clave, usuario y contraseña, certificado, DNI electrónico, validación
por redes sociales, etc.) que deberán ser detallados por la Orden que desarrolle el Decreto.

La  consideración  jurídica  SÉPTIMA  7.7 se  refiere  al  artículo  12.2  que  alude  al  “escrito  de
respuesta” de la empresa reclamada. Gabinete Jurídico señala que Ley 7/2017, de 2 de noviembre, se refiere
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a “papel o cualquier otro soporte duradero”. También se observa que no se ha seguido con literalidad el
artículo 40.3 de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre.  No se acepta la observación pues Gabinete Jurídico
confunde la aplicación de la Ley 7/2017, que únicamente se refiere a las entidades acreditadas, con una
aplicación genérica a todas aquellas entidades que resuelvan conflictos de consumo, estén acreditadas o
no, lo cual es erróneo. Así, el hecho de que el presente proyecto de Decreto tome como guía y siga muchos
de los criterios  de la  Ley 7/2017,  de 2  de noviembre,  por  la  que se incorpora  al  ordenamiento  jurídico
español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la
resolución  alternativa  de  litigios  en  materia  de  consumo;  no  significa que las  OMICs  y  la  Delegaciones
Territoriales  que  tramiten  las  Hojas  de  Quejas  y  Reclamaciones  deban  acreditarse  como  entidades  de
resolución alternativa de litigios. Es decir, dicha normativa estatal se toma como guía pero no es aplicable.

La  consideración  jurídica  SÉPTIMA  7.8 se  refiere  al  artículo  13  y  propone  que  se  concrete  la
expresión “fuerzas y cuerpos de seguridad competentes”.  A este respecto,  debe recordarse como fue el
propio Gabinete Jurídico el que en su informe de 26/2/2019 al entonces proyecto que posteriormente se
aprobó  como  el  hoy  vigente  Decreto  472/2019,  de  28  de  mayo,  recomendaba  utilizar  la  expresión
“competentes”, lo cual fue aceptado. La mayor concreción del cuerpo policial competente entendemos que
puede resultar confusa pues, en función de la localidad donde sucedan los hechos, será uno u otro.  No se
acepta la consideración.

Respecto al artículo 13.3 el Gabinete Jurídico considera que podrían existir discrepancias con el
artículo 71.8.3º de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, al aludirse a comportamientos infractores (negativa
de  la  empresa  a  acusar  recibo  o  a  recibir  la  hoja  de  quejas  y  reclamaciones)  que  pudieran  no  estar
comprendidos en  el tipo legal (que únicamente se refiere genéricamente a realizar acciones dirigidas a
coartar el libre ejercicio de las facultades de reclamación).  Se acepta la consideración.

La  consideración jurídica SÉPTIMA 7.9 se refiere al artículo 14.4 y propone que no se limite la
necesidad de acompañar de una determinada documentación a las hojas de reclamaciones, solicitudes de
mediación o de arbitraje “remitidas a la Administración” sino que se extienda también los supuestos en los
que se solicita la intervención de una entidad de resolución alternativa de conflictos privada. El artículo
puede resultar confuso por lo que se acepta parcialmente la consideración y se cambia la redacción.

La consideración jurídica SÉPTIMA 7.10 se refiere al artículo 16 y son varias:

• Propone aclara la expresión “en su defecto” en coherencia con el artículo 14.1. Se acepta.

• No se entiende el sentido de prever que una OMIC no tramite hojas de quejas y reclamaciones,
siendo ésta una función atribuida por la Ley 13/2003, de diciembre.  Se acepta.

• Propone que el único criterio de atribución de competencias sea el domicilio habitual de la persona
consumidora. Se acepta.

• Plantea  si  eliminar la  expresión “servicio  público de  consumo de inferior  ámbito territorial”  no
supondrá una nueva atribución de competencias o incremento de las reclamaciones a tramitar. A
este respecto se considera que no existe ningún fundamento para afirmar que se incrementen las
competencias  o  las  reclamaciones  por  el  cambio  de  denominación.  El  cambio  se  debe  una
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propuesta de las propias entidades locales andaluzas, que ven mejor reflejada su realidad con la
denominación “OMIC”,  sin que ello suponga ninguna  alteración competencial  o  de volumen de
tramitación, al menos no al alza porque la expresión “OMIC” es mucho más restrictiva que la de
“Servicio público de consumo” por lo que, en todo caso, la modificación sería a la baja .  No se
acepta.

• Considera que las competencias de tramitación de hojas de quejas y reclamaciones ya eran propias
de las entidades locales andaluzas por disposición de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de la Ley
5/2010, de de 11 de junio, y del propio Estatuto de Autonomía de Andalucía.  Se coincide en esta
consideración.

Con relación al artículo 16.2, el Gabinete Jurídico realiza varias observaciones:

• Considera que no se contiene mención expresa alguna a qué sucedería en los supuestos en que las
hojas de reclamaciones pudieran suponer denuncia de infracciones administrativas. No se está de
acuerdo porque precisamente el artículo 17 se refiere a la tramitación de la denuncia por el órgano
competente.  Lo  que  no  resulta  procedente  es  que  un  Decreto  que  regule  la  tramitación  de
reclamaciones, se ocupe de los criterios para la tramitación de las denuncias o, como parece indicar
Gabinete Jurídico, utilice los mismos criterios competenciales que se aplican a las denuncia para
tramitar las reclamaciones.

• Entiende que la remisión de la queja o reclamación a un órgano de otra Comunidad Autónoma
resultaría procedente cuando el mismo fuera competente para su tramitación. Precisamente eso es
lo que dispone el artículo 16.2. No se acepta.

• Indica que no se alude a las circunstancias de cual fuera la sede social de la empresa o de que dicha
sede  social  estuviera  situada  en  una  Comunidad  Autónoma  diferente  a  la  residencia  del
consumidor.  Nuevamente se confunden los criterios de competencia territorial  para tramitar las
denuncias  y  los  procedimientos  sancionadores,  en  los  que  la  sede  social  de  la  empresa  sí  es
relevante, de los criterios que establece el proyecto de Decreto únicamente para tramitar las hojas
de quejas y reclamaciones (el domicilio de la persona reclamante). No se acepta.

• Recomienda redactar el precepto con una referencia genérica a la necesaria remisión al órgano
competente. No se está de acuerdo. El proyecto de Decreto lo que pretende es guiar a los órganos
tramitadores,  dejándoles claro cuándo deben tramitar  una reclamación y cuando no. Introducir
fórmulas vagas e imprecisas posiblemente suponga un menor riesgo de colisión normativa, pero en
nada ayudaría a una mejor gestión administrativa.

La  consideración jurídica SÉPTIMA 7.11 se refiere al artículo 17.2 y alude a la conveniencia de
indicar  que  la  remisión habría  de  efectuarse  al  órgano  que  resulte  competente  para  la  instrucción  del
correspondiente expediente, sea de la administración local o autonómica. Se acepta.

La consideración jurídica SÉPTIMA 7.12 se refiere al artículo 22 (actual 19) y propone redactarlo de
manera que indique “concurriese o parezca concurrir”.  No se está de acuerdo porque en todo caso el
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funcionario actuante siempre va a valorar si las causas expresas, a su juicio y conforme a la documentación
existente, concurren o no, no si parecen concurrir. 

La consideración jurídica SÉPTIMA 7.13, se refiere al artículo 23 (actual 20) y entiende que el deber
de  colaboración  de  los  consumidores  y  usuarios  no  estaría  amparado  por  la  Ley  13/2003,  de  17  de
diciembre. Lo cierto es que es necesaria una mínima colaboración ciudadana de tal manera que si no se
produce, las consecuencias serán el archivo de la solicitud aunque nunca sancionadoras.

La  consideración jurídica SÉPTIMA 7.14,  se refiere al artículo 25.2 (debe tratarse de una errata
pues realmente se refiere al artículo 25.3, actual 22.3) e indica que no parece que tenga sentido prever que
el órgano que tramite la reclamación evacue un informe si así lo estima conveniente en aquellos supuestos
en que no subsista el conflicto (caso de acuerdo, desistimiento, etc.). Estando de acuerdo en que no parece
que ningún órgano tramitador emitirá el informe cuando no sea necesario, no se alcanza a comprender que
aportaría  la nueva redacción propuesta puesto que en modo alguno se impone la emisión del  informe,
dejándolo  siempre  al  juicio  del  órgano  tramitador.  Por  otro  lado,  Gabinete  Jurídico  propone  acotar  la
discrecionalidad de los servicios competentes a la hora de evacuar dicho informe.  No se está de acuerdo
porque precisamente lo que se pretende es reforzar la autonomía de las entidades locales y que sean ellas
las  que  valoren  cuando  pueden  y  deben  emitir  el  informe  y  cuando  no.  Este  es  uno  de  los  objetivos
principales de la reforma del Decreto 472/2019, de 28 de mayo. No obstante, se acepta parcialmente y se
suprime la expresión “cuando así lo estime conveniente”.

La  consideración  jurídica  SÉPTIMA  7.15,  se  refiere  a  la  Disposición  Derogatoria  Única  y  se
recomienda unificar los términos empleados. Se acepta.

Es cuanto procede informar.

EL JEFE DEL SERVICIO DE MEDIACIÓN,
RECLAMACIONES Y ARBITRAJE 

Fdo.: Daniel Escalona Rodríguez

V. B.: LA DIRECTORA GENERAL DE CONSUMO

Fdo.: Pilar Bartolomé Hernández. 
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DANIEL ESCALONA RODRÍGUEZ, como Jefe del Servicio de Mediación, Reclamaciones y Arbitraje en la
Dirección General de Consumo de la Consejería de Salud y Familias

CERTIFICA

Que con fecha 18 de junio de 2021, la Dirección General de Consumo evacuó Informe preceptivo
sobre las alegaciones recibidas en el trámite de audiencia e información pública del proyecto de Decreto
por el que se regulan las Hojas de Quejas y Reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en la
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Que dicho informe fue remitido a la Secretaría General Técnica de la Consejería de Salud y Familias
mediante Comunicación Interior número 26 el 18 de junio de 2021, recibiéndose el 22 de junio de 2021,
pasando a formar parte del expediente.

Que en el mencionado informe se recoge literalmente el siguiente pronunciamiento:

“21. Consejo Andaluz de Gobiernos Locales (9/6/2021).
El  Consejo  informa  que  el  proyecto  de  Decreto  configura  como  obligatoria  la  tramitación  de  las

reclamaciones de consumo por las entidades locales de Andalucía,  siendo necesario nuevos recursos para
afrontar el incremento de costes que ello supondrá. No se acepta la alegación porque, aunque se coincide en
la necesidad de reforzar la capacidad de las OMICs, no debe olvidarse que este proyecto de decreto, como el
Decreto 472/2019, de 28 de mayo, no establece ninguna nueva competencia, sino que todas las Entidades
Locales de Andalucía tienen como competencias propias la ordenación, planificación y gestión de la defensa y
protección de personas usuarias y consumidoras, por disposición del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
que ha sido desarrollado en esta materia por la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de
los Consumidores y Usuarios de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía. En
concreto, las entidades locales andaluzas tienen competencias propias en materia de Consumo por atribución
expresa del artículo 92.2.j del Estatuto de Autonomía para Andalucía; del artículo 9.15 de la Ley 5/2010, de 11
de junio, de Autonomía Local de Andalucía; y de los artículos 97 y 98 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de
Defensa y  Protección de los  Consumidores  y  Usuarios  de  Andalucía.  Las entidades locales  andaluzas,  por
tanto, podrán ejercer con normalidad sus competencias propias en ordenación, planificación y gestión de la
defensa y protección de personas usuarias y consumidoras, sin que el proyecto de Decreto modifique estas
competencias propias de las entidades locales de Andalucía”.

Que, tal y como se ha expresado, el proyecto de Decreto respeta el principio de autonomía local. 

Y para que así conste y surta los efectos oportunos lo firmo en Sevilla, a 8 de febrero de 2022.

Fdo.: Daniel Escalona Rodríguez.

Calle Castelar, 22

41071 Sevilla

T: 955006300

dg.consumo.csalud@juntadeandalucia.es

Consejería de Salud y Familias
Dirección General de Consumo
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Fecha: La de la firma CONSEJO ANDALUZ DE GOBIERNOS LOCALES

ALL/MVCM/CIV/15/21
DIRECCIÓN GENERAL DE ADMINISTRACIÓN LOCAL  

CONSEJERÍA DE TURISMO, REGENERACIÓN, JUSTICIA Y
ADMINISTRACIÓN LOCAL

Asunto:  Remisión  Pronunciamiento  centro
directivo sobre el  Informe del  CAGL.  Proyecto de
Decreto Hojas de Quejas y Reclamaciones

Plaza Nueva n.º 4
41071 SEVILLA

En cumplimiento de lo establecido en los artículos 57.5 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de
Autonomía Local de Andalucía, y 5 del Decreto 263/2011, de 2 de agosto, por el que se aprueba el
Reglamento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales, se remite a los efectos
oportunos la documentación que se indica en relación con la tramitación del proyecto de Decre-
to por el que se regulan las hojas de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y
usuarias en la Comunidad Autónoma de Andalucía:

- Certificado expedido por el Jefe de Servicio de Mediación, Reclamaciones y Arbitraje en la
Dirección General de Consumo de la Consejería de Salud y Familias, en el que se recoge el pronun-
ciamiento literal del informe emitido con fecha 18 de junio de 2021 por la citada dirección general
en la parte referida a la respuesta dada al informe realizado por el Consejo Andaluz de Gobiernos
Locales.

- informe del Consejo Andaluz de Gobiernos Locales con fecha 31 de mayo de 2021 al cita-
do anteproyecto de Ley.

LA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA

              Asunción Lora López

                                                                                  

                                                                                           Avda. De la Innovación,  s/n, Edif. Arena - I.   41071 Sevilla

                                                                                                                 Telél. 95 500 63 00. Fax 95 504 81 54

 CONSEJERÍA DE SALUD Y FAMILIAS
 Secretaría General Técnica
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